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Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00793-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Ministerio de Educación Nacional, a la que fueron vinculados el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Bancolombia, el señor Cristian Vásquez, el Alcalde de Santa Rosa de Cabal, los Personeros Municipales de esa localidad y de Medellín, la Defensoría del Pueblo, Regionales Antioquia y Risaralda y el Ministerio Público Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en la acción popular que instauró, radicada bajo el número “2014-633”, el 29 de junio último el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal hizo un requerimiento al Ministerio de Educación Nacional, el cual no ha sido resuelto, a pesar de que ya transcurrió el término de diez días concedido para ese efecto.
2. Considera lesionados sus derechos a la igualdad, al debido proceso y a la presunción de buena fe. Para su protección solicita se ordene al citado Ministerio responder inmediatamente a esa solicitud, se le sancione por ese incumplimiento y se compulsen en su contra copias ante el Procurador General de la Nación.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Por auto del pasado 16 de agosto se admitió la acción y se ordenó vincular al Alcalde de Santa Rosa de Cabal, a la Defensoría del Pueblo y al Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda. También a Bancolombia, al señor Cristian Vásquez, a los Personeros Municipales de Santa Rosa de Cabal y de Medellín y a la Defensoría del Pueblo Regional Antioquia, como intervinientes en el proceso en que el actor encuentra vulnerados sus derechos. 

2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Procurador Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba. Solicita se le desvincule de la actuación.

2.2 La Juez Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal indicó que mediante auto del 29 de junio de este año se tuvo como coadyuvante al señor Javier Elías Arias Idárraga y se decretaron pruebas; entre estas se dispuso oficiar al Ministerio de Educación Nacional para que en el término de diez días certificara si: a) autorizó o expidió licencia a Fenascol para atender a ciudadanos sordos, sordos ciegos e hipoacústicos, de conformidad con la Ley 988 (sic) de 2005 y b) si el personal de Fenascol y de Mintics son profesionales intérpretes y guías intérpretes. Ese requerimiento fue entregado en dicho Ministerio el 17 de julio y la respuesta al mismo fue allegada el 14 de agosto, la cual obra a folios 107 a 112 del expediente. De otro lado, señaló que ninguna solicitud se elevó para que por el despacho a su cargo se hiciera cumplir dicho requerimiento.  
2.3 La Asesora de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Educación solicitó declarar la carencia actual de objeto por hecho superado, en razón a que el requerimiento efectuado por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal debidamente contestado mediante comunicación 2017-EE-132715.
2.4 El Alcalde encargado del municipio de Santa Rosa de Cabal, por medio de apoderado, solicitó la desvinculación de la entidad porque ninguna vulneración de derechos fundamentales se le atribuye en la acción de tutela.

2.5 Quien dijo ser apoderado especial de Bancolombia se pronunció, pero dejó de aportar el poder que le fuera conferido para intervenir en representación de la entidad citada, y por ende, sus argumentos no serán apreciados.
3. Los demás vinculados guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2. El problema jurídico que debe resolver esta Sala, consiste en  determinar si en este caso procede la acción de tutela para ordenar al Ministerio de Educación Nacional responder el requerimiento que le hizo el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal en la acción popular que propuso. 
3. Una de las características de la acción de tutela es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros mecanismos judiciales, o cuando aun existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación, para evitar un perjuicio irremediable.

Por esa razón, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 dice expresamente que la acción de tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Al respecto la Corte Constitucional ha dicho
:
“Finalmente, reitera la Sala que en atención a la naturaleza eminentemente subsidiaria de la acción de tutela, esta Corporación también ha establecido que la misma no está llamada a prosperar cuando a través de ella se pretenden sustituir los medios ordinarios de defensa judicial
. Al respecto, la Corte ha señalado que: “no es propio de la acción de tutela el [de ser un] medio o procedimiento llamado a remplazar los procesos ordinarios o especiales, ni el de ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni el de instancia adicional a las existentes, ya que el propósito específico de su consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es otro que el de brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden a la garantía de sus derechos constitucionales fundamentales”
.
3. Las copias incorporadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

3.1 Mediante oficio del 13 de julio pasado el juzgado de conocimiento requirió al Ministerio de Educación Nacional a efecto de que certificara si Fenascol se encuentra autorizado y cuenta con licencia para atender a ciudadanos sordos, sordos ciegos e hipoacústicos, de conformidad con la Ley 988 (sic) de 2005. Además para que indicara si el personal en Fenascol y el Mintic tienen la calidad de profesionales intérpretes y guías intérpretes
.

3.2 Por medio de comunicación de 3 de agosto siguiente la Oficina Jurídica de la citada cartera ministerial
 puso en conocimiento del juzgado la respuesta suministrada por la Subdirección de Apoyo a la Gestión de esa entidad en la cual se informa que el Ministerio de Educación carece de competencia para otorgar permisos de funcionamiento a Fenascol y a otras entidades sin ánimo de lucro. De otro lado, que las Instituciones de Educación Superior son las únicas que cuentan con autorización para la formación de intérpretes de la lengua de señas colombiana
.

3.3 Según lo informado por la Juez Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, ninguna petición se le formuló con el fin de que se solicitara atender el citado requerimiento
. 

4. Con fundamento en esas pruebas, puede concluirse que no resulta aplicable en este caso el artículo 23 de la Constitución Nacional que garantiza el derecho de petición así: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución…”, pues la respuesta que se reclama por este medio especial de protección constitucional tiene como finalidad que obre dentro de un proceso judicial, el que se rige por  normas concretas, entre ellas la del artículo 44 del Código General de Proceso, que entre otras cosas, faculta al juez para sancionar a los empleados públicos que sin justa causa incumplan las órdenes que les imparta en el ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución.

Por tanto, la falta de respuesta del Ministerio demandado a un mandato del juez, dentro de un proceso judicial, debe ventilarse dentro de esa actuación, pues otorga el legislador un mecanismo principal de defensa judicial idóneo para obtener lo que en este caso se pretende por este medio excepcional de protección.
El juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.

Así lo ha explicado la jurisprudencia:

“2. Descendiendo al estudio de la controversia planteada por el tutelante, concluye la Corte la improcedencia del resguardo, habida cuenta que el gestor al interponer el resguardo, no atendió el principio de subsidiariedad que enmarca su procedibilidad, toda vez que no ha solicitado, ante el funcionario judicial que tramita la acción popular a la que se contrae la queja constitucional, la expedición de la reproducción que por esta vía deprecó, ni la exoneración del pago del arancel que se le exigió para tales efectos, según se extracta de lo que informó el Tribunal criticado, lo que denota que a su alcance tiene un medio judicial idóneo de defensa.

En ese orden de ideas, se configura la causal de improcedencia establecida en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, esto es, «[c]uando existan otros recursos o medios de defensa judiciales (…)».”
.

En consecuencia, como no resulta posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable, el amparo reclamado resulta improcedente y así se declarará.

5. De todas formas, de las pruebas antes analizadas también se puede concluir que el Ministerio accionado procedió a atender la solicitud formulada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal y por tanto en la actualidad la pretensión principal de la acción de amparo se encuentra satisfecha.
6. No se accederá a la solicitud elevada por el actor en el sentido de sancionar a la entidad demandada y compulsar copias a la Procuraduría General de la Nación para que se investigue el proceder de la misma, como quiera que esta acción constitucional está prevista para proteger derechos fundamentales conculcados, mas no para tramitar esa clase de solicitudes, las cuales, además, deben ser elevadas directamente por el mismo interesado.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar improcedente la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Ministerio de Educación Nacional, a la que fueron vinculados el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Bancolombia, el señor Cristian Vásquez, el Alcalde de Santa Rosa de Cabal, los Personeros Municipales de esa localidad y de Medellín, la Defensoría del Pueblo, Regionales Antioquia y Risaralda y el Ministerio Público Regional Risaralda.
(Continúa parte resolutiva de sentencia de primera instancia dictada en tutela radicada 66001-22-13-000-2017-00793-00)

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase,
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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